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DIVISIÓN DE ASESORÍA Y GESTIÓN JURÍDICA


Al   contestar    refiérase


al  Oficio No. 06034  

10 de junio, 2009
DAGJ-0858-2009
Señor

Marco Vinicio Redondo Quirós
Alcalde 
MUNICIPALIDAD DE OREAMUNO 
Estimado señor:

Asunto: Se atiende consulta formulada por el Alcalde de la Municipalidad de Oreamuno, mediante el oficio AM-00962-09-mr
q del 20 de mayo de 2009  sobre la preadjudicación de lotes en el proyecto de vivienda municipal Blanquillo antes de la reforma del Código Municipal de 1998. 
Damos respuesta al oficio no. AM-00962-09-mrq del 20 de mayo de 2009, del Alcalde de la Municipalidad de Oreamuno, sobre la preadjudicación de lotes en el proyecto de vivienda municipal Blanquillo, antes de la reforma del Código Municipal de 1998.
Sobre el particular, en virtud de nuestra potestad consultiva, consagrada en el artículo 29 de la Ley Orgánica de esta Contraloría General de la República no. 7428 de 7 de setiembre de 1994, atendemos la presente solicitud de criterio, teniendo en cuenta que su alcance  tiene efectos vinculantes en lo que se refiere a la materia objeto de nuestras competencias constitucionales y legales. Así las cosas, a partir de lo anterior esta Contraloría General orienta las acciones que debe atender la administración activa para la resolución de los casos concretos, por ser ello de su competencia. 


I.- Motivo de la consulta:

        Nos informa en su consulta que en los años 1990 a 1994 se inició el proyecto de vivienda municipal, por medio del cual fueron preadjudicados lotes a varias familias, pero en dicho momento no se realizaron los trámites de formalización y no realizaron las respectivas escrituras.

        Ante esa situación plantea las siguientes interrogantes:

1. ¿Ante la preadjudicación realizada antes de 1998, estas mantienen su validez al día de hoy?


2. ¿Puede realizarse la escritura respectiva?

3. ¿Son correctas las conclusiones del oficio no. DL-0497-2008, por cuanto indican consecuencias jurídicas como reconocimiento de derechos?

4. ¿Cuál sería el procedimiento a seguir para efectos de hacer el respectivo traspaso y pago del lote a la Corporación Municipal?

5. ¿Si al día de hoy mantiene la vigencia el Reglamento General para Proyectos de Vivienda de Interés Social de la Municipalidad de Oreamuno publicado en la Gaceta no. 231 del 2 de diciembre de 1993, o ese fue derogado tácitamente por la promulgación del Código Municipal de 1998?


El criterio de la asesoría legal, oficio no. DL-0497-2008, señala que dicho proyecto de vivienda, sus preadjudicaciones y adjudicaciones fueron debidamente autorizadas por la Contraloría General de la República y por el Concejo Municipal, según consta en oficio no. 287-DEE-96 del 9 de julio de 1996, suscrito por el Lic. Orlando Mora R., Director General de la Dirección de Estudios Económicos del órgano contralor y los acuerdos municipales como el no. 5887-97, tomado en la sesión no. 288-97 celebrada el 15 de abril de 1997.
   Con fundamento en lo anterior, considera la asesoría legal que las familias preadjudicadas mantienen su derecho a que se les formalice la adjudicación.  Señala que lamentablemente no consta que familias le deban dinero a la Municipalidad y considera que en caso de muerte o divorcio de alguno de los beneficiarios, debe procederse según corresponda en vía notarial y/o judicial para la respectiva formalización mediante el proceso conciliatorio o sucesorio y así determinar los respectivos beneficiarios y sus derechos y que prescritas las limitaciones de la Ley no. 7052 son los beneficiarios, herederos u otros que consideren poseer derechos sobre dichos bienes inmuebles quienes tienen que hacerlos vale en las vías correspondientes, pues registralmente no poseen mayores limitaciones que las de la citada ley.
II.- Criterio del Despacho:

Es pertinente señalar, en primera instancia, que en el ejercicio de la potestad consultiva atribuida a la Contraloría General, y la Circular no. CO-529 sobre la atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República (publicada en el diario oficial La Gaceta no. 107 del 5 de junio de 2000), el órgano contralor no tiene por norma referirse a casos y situaciones concretas que deben ser resueltas por la administración respectiva; en virtud de lo anterior, debe advertirse que el criterio que ahora pasamos  a rendir,  se emite en términos generales y resulta  aplicable en forma vinculante en lo que resulte procedente.
   De manera que al respecto se emite una opinión jurídica no vinculante en términos generales, cuya intención es darle una herramienta jurídica a esa municipalidad para la toma de la decisión que le compete exclusivamente, pero que no pretende dar solución a todos y cada uno de los variados casos que tiene para su conocimiento esa municipalidad, lo cual incluso no solo escapa a la competencia de este órgano contralor sino que sería materialmente imposible al no contarse con toda la información necesaria para emitir una opinión.
En ese orden de ideas, interesa señalar que recientemente este órgano contralor al dar su opinión sobre un planteamiento similar presentado por la Municipalidad de La Cruz
, pero que difiere de la situación en consulta pues no se enmarcó dentro del ámbito del entonces vigente artículo 4 del Código Municipal, indicó que era importante analizar cuál era el régimen jurídico aplicable al traspaso de los bienes del patrimonio público antes de la promulgación del Código Municipal de 1998 y la situación jurídica que acontece con posterioridad a éste.  En esos términos, sobre el punto medular de la presente consulta relativo al régimen jurídico anterior a 1998, concluyó:

“Régimen aplicable al traspaso de los bienes del patrimonio municipal antes del Código de 1998:

Al respecto, tenemos que la Constitución Política del 7 de noviembre de 1949  establece en lo que interesa:

"Artículo 169.- La administración de los intereses y servicios locales en cada cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal, formado de un cuerpo deliberante, integrado por regidores municipales de elección popular, y de un funcionario ejecutivo que designará la ley". 

"Artículo 170.- Las corporaciones municipales son autónomas"
“Artículo 174.- La Ley indicará en qué caso necesitarán las Municipalidades autorización legislativa para contratar empréstitos, dar en garantía sus bienes o rentas, o enajenar bienes muebles o inmuebles”

En ese sentido, se advierte que desde  nuestra Constitución Política se regulan determinados aspectos de la administración financiero-patrimonial de las corporaciones municipales, estableciéndose en esta materia una reserva de ley, en el sentido de que sólo el legislador es quien tiene la competencia constitucional para señalar en cuáles casos pueden las Municipalidades quedar habilitadas legalmente para contratar empréstitos, dar en garantía sus bienes o rentas, o enajenar sus bienes muebles o inmuebles, de modo que se requiere una norma de rango legal para remover el obstáculo que el Derecho de la Constitución ha establecido para realizar ese tipo de compromisos y garantías financieros y actos de disposición de sus bienes.


Además,  el ordinal 121 inciso 14, de la Constitución dispone que sólo la Asamblea Legislativa es la autoridad competente para decretar la enajenación de los bienes públicos demaniales en términos generales (que incluye la compraventa, donación, etc.). Lo anterior, siempre que no se encuentren dentro de las excepciones que el propio inciso de citado enumera –la fuerza de las aguas, los yacimientos de carbón, petróleo e hidrocarburos en general, los depósitos de minerales radioactivos y los servicios inalámbricos-, en cuyo caso no podrá salir definitivamente del dominio del Estado, aunque sí pueden ser concesionados conforme a la ley.
 


Como complemento a estas normas constitucionales tenemos que con anterioridad al Código Municipal de 1998, la normativa referente a los bienes que integraban el patrimonio municipal, se regía también en el plano legislativo por  normas de la Ley de la Administración Financiera de la República y del Reglamento de Contratación Administrativa.  En esa normativa, se regulaba el patrimonio público a partir de la  distinción entre los bienes de dominio público o bienes demaniales (que son aquellos afectos a un uso público) y los bienes de dominio privado o patrimoniales de la Administración (como categoría residual en la que pese a pertenecer también a una entidad pública esos bienes públicos no tienen esa finalidad de uso o destino público), que obedece a un tratamiento diferente y cuya distinción resulta válida en la actualidad; distinción que obedece a la necesidad de aplicar unos principios y regulaciones en algunos casos diferentes, según se trate de uno u otro tipo de bien.

Es importante esta distinción porque en materia de bienes de dominio público prevalece la aplicación de lo que se denomina un régimen jurídico exorbitante o privilegiado, que por su finalidad es muy peculiar, propio y distinto al régimen de los bienes propiedad de los particulares o de los bienes privados propiedad de la Administración Pública, en razón de la necesidad de preservar la dedicación, afectación o destino de los mismos a un uso común y público por parte de todos los habitantes de un territorio o región dada.


La Ley de la Administración Financiera de la República, no. 1279 del 2 de mayo de 1951, en su artículo 97,  establecía:
“Artículo 97.- La enajenación de bienes inmuebles de dominio público del Estado o de sus instituciones, salvo para el destino que tenga fijado por ley, o de los demás bienes cuyo valor sea mayor de un millón de colones (…), requiere, además de ajustarse a los trámites de la presente ley y su reglamento, contar con la aprobación previa y expresa de la Asamblea Legislativa y con la aprobación posterior de la Contraloría General de la República, si la autorización legislativa no fuere específica.

No requiere autorización legislativa sino únicamente aprobación de  la Contraloría General de la República, la enajenación de los bienes de dominio privado del Estado o sus instituciones cuyo valor no exceda del millón de colones, o adquiridos por ellos en pago de obligaciones tributarias o derecho común, o de bienes para el destino específico establecido por la ley, ni los contratos de compraventa entre entes públicos.  La estimación del previo la hará la oficina especializada de la Dirección General de la Tributación Directa, como base para la venta, la cual solo podrá hacerse por suma menor únicamente en caso de más de un remate o licitación infructuosa.  Se exceptúan de los requisitos de avalúo y autorización o aprobación previstos en este artículo, las operaciones que constituyan actividad ordinaria de servicio público, de conformidad con el artículo 96, inciso a), párrafo 1) de esta ley.  La adquisición de inmuebles por compra directa no podrá hacerse por un precio mayor al avalúo de la Dirección General de la Tributación Directa.”


Las siguientes normas del Reglamento de la Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo no. 7576-H, a la Ley de la Administración Financiera de la República, indicaban en lo que interesa:

“Artículo 25.- La enajenación de los bienes inmuebles del Estado o de sus instituciones, aparte de su ajuste a los procedimientos ordinarios que establece el presente Reglamento, debe satisfacer los siguientes requisitos:
a) BIENES INMUEBLES DE DOMINIO PÚBLICO (parques, plazas públicas, calles, etc.): Autorización de la Asamblea Legislativa.  Cuando la autorización legislativa no fuere específica, precisará igualmente de la aprobación de la Contraloría General;

b) BIENES INMUEBLES DE DOMINIO PRIVADO CUYO VALOR EXCEDA DE UN MILLÓN DE COLONES (Edificios para uso privado, canteras, fincas sin destino específico, etc.): Se estará al régimen previsto en el inciso anterior.

c) BIENES INMUEBLES DE DOMINIO PRIVADO CUYO VALOR NO EXCEDA DE UN MILLÓN DE COLONES: Autorización de la Contraloría General (…)

En consecuencia, los bienes de dominio público cuya enajenación fuese posible (por ejemplo, un parque, una vía pública) requerían de una ley especial y si esta no era específica, requerían también de la autorización expresa del órgano contralor.  En el caso de los bienes de dominio privado cuyo valor era superior a un millón de colones, se presentaban los mismos requisitos.  Y en el caso, de los bienes de dominio privado cuyo valor era inferior a un millón de colones solo se requería la autorización de la Contraloría General.  Estas normas eran de aplicación en el ámbito de las corporaciones municipales.
Además, en  el caso de las municipalidades el anterior Código Municipal, Ley no. 4574, adicionado por Ley no. 6282 de 24 de agosto de 1979, aplicable, establecía una situación particular en su artículo 4:
"Corresponde a las municipalidades la administración de los servicios e intereses locales, con el fin de promover el desarrollo integral de los cantones en armonía con el desarrollo nacional. Dentro de estos cometidos deberán: 4)... Las municipalidades deberán adquirir y fraccionar terrenos, preferentemente en las zonas rurales dentro de la jurisdicción territorial administrativa, mediante compra directa o de acuerdo con lo dispuesto por el Título VI de este Código. Acondicionarán esos terrenos, en la forma prevista en el párrafo anterior, y los venderán al costo y con facilidades de pago, a cada jefe de familia que demuestre al igual que su cónyuge, no tener bienes inscritos a su nombre y que resultare acreedor a tal beneficio, previo estudio socio-económico de los solicitantes; todo previa autorización de la Contraloría General de la República. 

Los lotes adjudicados o vendidos por la respectiva municipalidad no podrán ser arrendados, gravados, embargados, vendidos ni traspasados por ningún título a persona física o jurídica alguna, mientras no hayan sido totalmente pagados y no hayan transcurrido diez años desde la fecha de la respectiva adjudicación. El Registro no inscribirá, dentro del término indicado, ventas ni traspasos de ninguna clase. Se exceptúan, de las anteriores prohibiciones, las operaciones que los adjudicatarios lleven a cabo con instituciones de crédito estatales, con las asociaciones..., en cuyo caso, la municipalidad podrá ceder la primera hipoteca a la institución crediticia que concede el préstamo.” 

En ese momento la participación de la Contraloría General de la República en este tipo particular de casos, lo era de previo, sea, se requería de su necesaria autorización, previa y expresa, para que una vez obtenida se dictaran los respectivos acuerdos del concejo municipal de adjudicación de los lotes a favor de las familias beneficiadas. Ello es conforme, además, con lo preceptuado por el artículo 145 inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública, según el cual: "cuando el órgano requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa"
. 

La norma transcrita de la Ley no. 4574 fue derogada por la Ley no. 7794 del 30 de abril de 1998, nuevo Código Municipal, que eliminó la potestad legal que poseía la Contraloría General de la República para autorizar la venta de lotes municipales en proyectos de interés social realizada por las municipalidades y además eliminó la obligación genérica de las municipalidades de imponer limitaciones a las propiedades que adquirieran terceras personas
. 

Se opera así una transformación en punto a las competencias de las Municipalidades, para la disposición del bien de la forma en que lo considere necesario para el cumplimiento del fin público para el cual se destina el inmueble (ya sea para el cumplimiento de proyectos de interés social, de vivienda, de ayuda a personas de escasos recursos económicos, etc.).
 

Es pertinente señalar que la Procuraduría General de la República ha considerado que las situaciones que se generaron en proyectos de vivienda al amparo de esta normativa (artículo 4), una vez derogada, no pueden seguir rigiéndose al amparo de la normativa derogada, según lo dispuesto en el artículo 129 de la Constitución Política
.  
“(…) Dos aspectos interesa destacar: en primer lugar, que las leyes surten efectos a partir de promulgación, cuando estas lo designen o diez días después de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta; y, en segundo lugar, que la ley posterior deroga a la anterior. Pues bien, de conformidad con lo anterior, debe señalarse que la forma en que las Municipalidades puedan disponer de sus bienes, incluidos aquellos inmuebles adquiridos con fines de parcelación y lotificación, ya no se rige por lo que disponía el artículo 4, inciso 4) del anterior Código. Este último cuerpo normativo fue derogado por la Ley número 7794 de 15 de enero de 1998, que es el actualmente vigente Código Municipal. Por tratarse del ejercicio de potestades públicas, sometido al principio de legalidad, no es posible plantearse aquí la ultractividad de la ley, es decir, la posibilidad de que esta, aún derogada, pueda regular situaciones de hecho actuales, a pesar de que estas nacieran o tuvieran su génesis cuando la ley derogada estaba vigente.  En consecuencia, lo establecido en el anterior Código Municipal, en concreto lo regulado en el segundo párrafo del inciso 4) del artículo 4, ya no es de aplicación. Sin embargo, ello no significa que las municipalidades hayan perdido la competencia para planear el desarrollo urbano y, dentro de este planeamiento, adquirir y fraccionar terrenos. Dicha competencia tiene fundamento legal en el actual Código y en lo que dispone la Ley de Planificación Urbana actualmente vigente.”

De conformidad con lo expuesto, antes de la reforma del Código Municipal acaecida en 1998, para una situación como la consultada, las Municipalidades para la enajenación de sus bienes patrimoniales (inmuebles) requerían de una ley especial, de la autorización del órgano contralor  o de la aplicación del artículo 4 con todos sus requisitos, en cuenta también la autorización previa del órgano contralor.  Vemos así que la situación jurídica de los 69 lotes referidos en su consulta –desafortunadamente- no se consolidó jurídicamente al amparo de la normativa vigente en ese momento, no obstante la existencia de los acuerdos municipales, y la donación del inmueble por parte de un particular con una finalidad específica (…)”.
Ahora bien, en el caso que nos ocupa –que difiere del analizado- tenemos que estamos frente a un proyecto de vivienda tramitado mediante un convenio con la Fundación Promotora de Vivienda y el Fideicomiso formado entre dicha Fundación y Viviendacoop, R.L., pero lo que es más importante, gestionado al amparo del artículo 4 del Código Municipal vigente antes de 1998, artículo que permitía a las municipalidades adquirir y fraccionar terrenos, preferentemente en las zonas rurales dentro de la jurisdicción territorial administrativa para acondicionarlos y venderlos al precio de costo y con facilidades de pago, a  jefes de familia del cantón que demostraran al igual que su cónyuge, no tener bienes inscritos a su nombre y que resultaren acreedores a tal beneficio, previo estudio socio-económico de los solicitantes; lo anterior, todo previa autorización de la Contraloría General de la República.  Es decir, que el órgano contralor autorizaba la compra de esos lotes de previo y autorizaba también de previo la venta a las familias, según el estudio socio-económico realizado y la autorización incluso era contra lista específica (nombre y apellidos de las familias beneficiarias).

En el caso del proyecto de vivienda Blanquillo, según se nos informa se cuenta con la autorización previa de este órgano contralor que autorizó la venta de los “siguientes lotes del proyecto de vivienda Blanquillo, a las personas incluidas en las listas anexas a este oficio” (véanse oficios no. 287-DEE-96 del 9 de julio de 1996 y no. 102-DEE-97 del 10 de marzo de 1997, suscritos por el Lic. Orlando Mora Retana, Director General de la entonces Dirección General de Estudios Económicos de la Contraloría General de la República).  Posteriormente, se adoptaron los acuerdos municipales respectivos para la adjudicación de los lotes, según la autorización emitida por este órgano contralor.
En el supuesto de haberse cumplido con esos pasos previos obligatorios, autorización expresa del órgano contralor sobre los lotes a vender con el detalle expreso de las familias o jefes de familia beneficiarios y los correspondientes acuerdos del Concejo Municipal adjudicando y vendiendo esos lotes a precio de costo, es nuestra opinión que la situación jurídica de esos beneficiarios quedó consolidada con anterioridad a la vigencia del nuevo Código Municipal de 1998 y se tendrían que otorgar las escrituras correspondientes para darle formalidad a los derechos adquiridos por esas familias.  Le correspondería a esa corporación municipal –bajo su exclusiva responsabilidad- verificar los datos anteriores y establecer las familias cuya venta del lote fue autorizada por este órgano contralor y acordada por el Concejo Municipal (ambos actos son requisitos obligatorios para el surgimiento de sus derechos).

Ahora bien, al tratarse de una venta de lotes a precio de costo, resulta de la exclusiva responsabilidad de esa Municipalidad verificar que no consten deudas a favor de las arcas municipales, pues de ser así, debería gestionarse el cobro de dichas sumas
.

Por otra parte, en cuanto a las limitaciones de las propiedades que se imponían al amparo del artículo 4 ya derogado, al no estar vigente este artículo, las mismas se tornan en insubsistentes pues no hay fundamento legal para su permanencia.

Además, en cuanto a posibles fallecimientos y divorcios, como se menciona en algunos casos, de previo a cualquier formalización de frente a quien demuestre su derecho, deberá verificarse a quien efectivamente corresponde el derecho ya sea por la vía de la sucesión o del acuerdo conciliatorio, y este derecho deberá ser debidamente reclamado por quien considere tener la legitimación al respecto.
En cuanto al Reglamento General para Proyectos de Vivienda de Interés Social de la Municipalidad de Oreamuno publicado en la Gaceta no. 231 del 2 de diciembre de 1993, que reglamentaba el artículo 4 del anterior Código Municipal, al ser derogado dicho artículo por el Código Municipal de 1998, debe interpretarse que el reglamento en cuestión ha perdido su vigencia.
Finalmente, interesa tener presente en cuanto a quien corresponde realizar la escritura de traspaso, lo dispuesto en el artículo 3 inciso c), de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República -Ley N° 6815 del 27 de setiembre de 1982- cuyo texto dispone: 
“ARTÍCULO 3º.- ATRIBUCIONES: Son atribuciones de la Procuraduría General de la República: (…) c) Representar al Estado en los actos y contratos que deban formalizarse mediante escritura pública. Cuando los entes descentralizados y las empresas estatales requieren la intervención de notario, el acto o contrato deberá ser formalizado por la Notaría del Estado, salvo en cuanto a escrituras referentes a créditos que constituyan la actividad ordinaria de la institución descentralizada. (…)”  
Esta  disposición se encuentra igualmente desarrollada en el Decreto Ejecutivo no. 14935-J del 20 de octubre de 1983 -reformado por el Decreto Ejecutivo no. 15371 de 10 de abril de 1984-, cuyo artículo 3 dispone de forma concreta y específica que las escrituras de todos los entes descentralizados, entre otros, deberán ser otorgadas ante la Notaría del Estado cuando se refieran a operaciones relativas a inmuebles que requieran inscripción en el Registro Público conforme con la ley o para efectos de los artículos 455, 459 y 464 del Código Civil y respecto de negocios en que por disposición legal se haya establecido el requisito de formalizarlos en escritura pública, siempre y cuando dichos negocios o actos tengan un valor superior a los cinco millones de colones y no constituyan actividad ordinaria del ente. Concretamente, el numeral en cuestión dispone: 
“Artículo 3°-Las escrituras de todos los entes descentralizados y de las empresas públicas y sus subsidiarias, cuando se refieren a operaciones relativas a inmuebles que requieran inscripción en el Registro Público conforme con la ley o para efectos de los artículos 455, 459 y 464 del Código Civil y respecto a negocios en que por disposición legal se haya establecido el requisito de formalizarlos en escritura pública, deberán ser otorgadas ante la notaría del Estado, siempre que los actos o contratos a que ellas se refieran sean de un monto superior a ¢ 5.000.000,00 (cinco millones de colones), con las siguientes excepciones, las que no se otorgarán ante la referida notaría: 

a)      Las escrituras referentes a créditos que constituyan actividad ordi​naria de las instituciones mencionadas, y 

b)      Las escrituras de compraventa, hipoteca, arrendamiento, constitución de servidumbres y adquisición de bienes y servicios que constituyan actividad ordinaria de los entes públicos y empresas públicas y sus subsidiarias.   

Es entendido que los notarios que confeccionen las escrituras de las ins​tituciones antes mencionadas, no cobrarán honorarios, en ningún caso a éstas y así lo harán constar en los respectivos documentos. Asimismo, para las escrituras que deban formalizarse ante la notaría del Estado, la institución interesada deberá remitir el expediente respectivo con un borrador o proyecto de escritura del acto o contrato. (Así reformado por el artículo 1° del Decreto Ejecutivo N° 15371 de 10 de abril de 1984).” 

 

Así las cosas, la normativa que regula el tema es muy clara al establecer que cuando se trate de operaciones relativas a inmuebles en las que son parte entes descentralizados –como es el caso de la consulta que ahora se conoce- estos deben ser formalizadas por la Notaría del Estado si su valor sobrepasa la suma de cinco millones y no constituya actividad ordinaria del ente.   Sin embargo, al respecto deberá consultarse al órgano procurador para el caso en concreto sobre la formalización de las escrituras que interesan.
     De esta forma, dejamos atendida su gestión.

     Atentamente,

Lic. Roberto Rodríguez Araica


Licda. Silvia María Chanto Castro

Gerente Asociado  



Abogada Fiscalizadora

SCHC/RRA/mcc
Ce: Lic. Walter Ramírez, Gerente, FOE
      Archivo Central
NI: 10218
G: 2009001652-2
� Véase nuestro oficio no. 05653, DAGJ 0807-2009 del 2 de junio de 2009.


� Para ahondar en el estudio de esta categorización de los bienes del patrimonio público remitimos al oficio de este órgano contralor  no. oficio 05574-2006 (DAGJ-0716-2006), del 03 de mayo de 2006.


� Igualmente, es dable tener presente que la misma Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante el Voto No. 2000-10146 de las 14:38 horas del 21 de noviembre del 2000, al resolver un Recurso de Amparo interpuesto por varios particulares afectados por esta situación contra el Alcalde de la Municipalidad de La Unión, advirtió lo siguiente: Ese requisito de autorización por parte de la Contraloría General de la República, convierte al acuerdo del Concejo Municipal en un acto administrativo complejo, que surte efectos a partir del cumplimiento de los requisitos establecidos, de ahí que no lleven razón los recurrentes en su afirmación de que el acuerdo tomado por el Concejo Municipal del Cantón de La Unión en su sesión ordinaria No. 480 de 20 de abril de 1998, declara derechos subjetivos a su favor, que obligan a esa Corporación Municipal a extender la escritura de adjudicación a cada uno de ellos. Razón por la cual se desestima el recurso, en cuanto ese extremo." 


� Al respecto en su oportunidad reconoció este órgano contralor:  " No omito manifestarle que en agosto de 1998 la Municipalidad de Goicoechea solicitó la autorización de esta Oficina para adjudicar y vender algunos lotes en el citado Proyecto de Vivienda loma Verde; no obstante, mediante Oficio 008598 (233-DEE-98), copia del cual se adjunta, esta Dirección denegó tal autorización, considerando que al quedar derogada la Ley No.4574 que facultaba a esta Contraloría para conceder este tipo de autorizaciones y al no otorgarse dicha potestad en el nuevo Código Municipal ( Ley No.7794), esta Oficina había quedado sin competencia para continuar autorizando dichas adjudicaciones..."(Contraloría General de la República, Dirección General de Estudios Económicos, Oficio No.001890 ( 55-DEE-99) de fecha 24 de febrero de 1999). 


� Esto lo afirma la Procuraduría General de la República en su dictamen C-222-99 San José, 8 de Noviembre de 1999,  porque lo deduce del espíritu que imperó en el Proyecto de reforma al Código Municipal al señalarse en la exposición de motivos lo siguiente: " La reforma tiene como marco fortalecer la autonomía municipal y por ello se elimina el artículo cuarto tal como está concebido en el actual Código, para dar paso a que cada gobierno establezca según sus posibilidades financieras las áreas en las cuales se involucra cada cantón... En resumen, se ofrece un conjunto de normas legales que buscan agilizar la toma de decisiones de cada gobierno municipal... NOTA (2): Asamblea Legislativa, Expediente No.12426 " Código Municipal", Folios 4 y 5. ". 


� "ARTÍCULO 129.- Las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día que ellas designen; a falta de este requisito, diez días después de su publicación en el Diario Oficial.  Nadie puede alegar ignorancia de la ley, salvo en los casos que la misma autorice.  No tiene eficacia la renuncia de las leyes en general, ni la especial de las de interés público.  Los actos y convenios contra las leyes prohibitivas serán nulos, si las mismas leyes no disponen otra cosa. La ley no queda abrogada ni derogada, sino por otra posterior; y contra su observancia no puede alegarse desuso ni costumbre o práctica en contrario." 


� Véase dictamen C-157-2000 San José, 19 de julio de 2000.  En igual sentido el dictamen  C-224-2001 13 de agosto del 2001 


  








� Recordemos que dichos lotes se adquirían con los ingresos de las patentes de licores y del impuesto por la venta de licores para contribuir al Plan Municipal de Desarrollo Urbano, por lo que había un interés en recuperar esos dinero (venta a precio de costo), para continuar con otros proyectos de vivienda social en el cantón.


� En relación con este aspecto, el órgano procurador  ha indicado:  “(…) Dispone el artículo 3º del Decreto Ejecutivo Nº 15371 que regula la actividad de la Notaría del Estado, lo siguiente: "Artículo 3º.-Las escrituras de todos los entes descentralizados y de las empresas públicas y sus subsidiarias, cuando se refieren a operaciones relativas a inmuebles que requieran inscripción en el Registro Público conforme con la ley o para efectos de los artículos 455, 459 y 464 del Código Civil y respecto a negocios en que por disposición legal se haya establecido el requisito de formalizarlos en escritura pública, deberán ser otorgadas ante la notaría del Estado, siempre que los actos o contratos a que ellas se refieran sean de un monto superior a ¢ 5.000.000,00 (cinco millones de colones), con las siguientes excepciones, las que no se otorgarán ante la referida notaría: a) Las escrituras referentes a créditos que constituyan actividad ordinaria de las instituciones mencionadas, y b) Las escrituras de compraventa, hipoteca, arrendamiento, constitución de servidumbres y adquisición de bienes y servicios que constituyan actividad ordinaria de los entes públicos y empresas públicas y sus subsidiarias. Es entendido que los notarios que confeccionen las escrituras de las instituciones antes mencionadas, no cobrarán honorarios, en ningún caso a éstas y así lo harán constar en los respectivos documentos. Asimismo, para las escrituras que deban formalizarse ante la notaría del Estado, la institución interesada deberá remitir el expediente respectivo con un borrador o proyecto de escritura del acto o contrato". Al respecto queda claramente establecido que las operaciones relativas a inmuebles en las que son parte entes descentralizados como lo es la Municipalidad y que sobrepasen la suma de cinco millones, sin constituir actividad ordinaria, deben ser formalizadas por la Notaría del Estado. En el presente caso si la compra del inmueble referido es por un monto superior a esa suma y no constituye actividad ordinaria de la Municipalidad, el órgano competente para otorgarla es la Notaría del Estado. Si es inferior a esa suma o constituye actividad ordinaria, la escritura será otorgada por la Asesoría Legal (…)" (Véase dictamen no. C-071-1999 del 12 de abril de 1999, reiterado recientemente en la OJ-009-2009 del  04 de febrero de 2009).





